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 Consulta pública previa sobre el Proyecto de Orden Ministerial por la que se 
establece la fecha a partir de la cual será exigible la constitución de la garantía 
financiera obligatoria para las actividades del anexo III de la Ley 26/2007, de 23 de 
octubre, de Responsabilidad Medioambiental, clasificadas como nivel de 
prioridad 3 mediante la Orden ARM/1783/2011, de 22 de junio. 
 

(Artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno)  
1. Antecedentes de la norma 

 
- Directiva 2004/35/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, sobre responsabilidad medioambiental en relación con la prevención y reparación de daños medioambientales 
- Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental 
- Real Decreto 2090/2008 de 22 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de 

desarrollo parcial de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental. 
- Orden ARM/1783/2011, de 22 de junio, por la que se establece el orden de prioridad y 

calendario para la aprobación de las órdenes ministeriales a partir de las cuales será exigible la garantía financiera obligatoria, prevista en la disposición final cuarta de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental. 
- Orden APM/1040/2017, de 23 de octubre, por la que se establece la fecha a partir de la cual será exigible la constitución de la garantía financiera obligatoria para las actividades del 

anexo III de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental, clasificadas como nivel de prioridad 1 y 2, mediante Orden ARM/1783/2011, de 22 de junio, y por la que se modifica su anexo. 
 2. Los problemas que se pretenden solucionar con la nueva norma 
 
La Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental, que traspuso a nuestro ordenamiento jurídico la Directiva 2004/35/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 
de abril de 2004, establece diversas obligaciones a los operadores que ocasionen daños al medio ambiente o amenacen con ocasionarlos. De este modo, los operadores, ante una 
amenaza de daño medioambiental deben adoptar las medidas necesarias para prevenirlos o, cuando el daño se haya producido, para limitarlo y evitar que se produzcan nuevos daños, así como devolver los recursos naturales dañados a su estado básico, entendido como aquel en el 
que se encontraban antes de que ocurriera el daño.   
Por otro lado, la Ley 26/2007, de 23 de octubre, establece en su artículo 24 que los operadores de las actividades incluidas en su anexo III, sin perjuicio de las exenciones previstas en el 
artículo 28, deberán disponer de una garantía financiera que les permita hacer frente a la responsabilidad medioambiental inherente a la actividad o actividades que pretendan desarrollar.  
 En este contexto, el Reglamento de desarrollo parcial de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, 
regula las cuestiones fundamentales de la garantía financiera obligatoria, como son, entre otras, el procedimiento para determinar su cuantía, las modalidades de la misma y la determinación de los operadores que quedan obligados a su constitución y de aquellos que 
quedan exentos de dicha obligación.  
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El artículo 33 del Reglamento de desarrollo parcial establece que la determinación de la garantía financiera partirá del análisis de riesgos medioambientales de la actividad y establece 
el procedimiento a seguir para la determinación de su cuantía. De acuerdo a ese mismo artículo, el operador, una vez determinada la cuantía de la garantía financiera, y en su caso, 
constituida, deberá presentar a la autoridad competente una declaración responsable con la información mínima que se indica en el anexo IV del reglamento de desarrollo parcial de la Ley 
26/2007. La autoridad competente establecerá los correspondientes sistemas de control que permitan comprobar el cumplimiento de las obligaciones previstas en ese artículo.  
La disposición final cuarta de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, establece que la fecha a partir de la cual será exigible la constitución de la garantía financiera obligatoria para cada una de las 
actividades del anexo III, se determinará por Orden de la Ministra para la Transición Ecológica, previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, previa consulta a las comunidades autónomas y a los sectores afectados. 

 La Orden ARM/1783/2011, de 22 de junio, estableció un calendario gradual para la elaboración 
de las órdenes ministeriales a las que se refiere la disposición final cuarta de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, y estableció una priorización de las actividades económicas del Anexo III de la ley. De este modo, se establecieron los siguientes plazos, para los distintos niveles de 
prioridad, para la aprobación de las órdenes ministeriales que establecerían la efectiva aplicación de la garantía financiera de responsabilidad medioambiental: 
 Prioridad 1: entre los dos y tres años siguientes a la entrada en vigor de esa orden Prioridad 2: entre los tres y cinco años siguientes a la entrada en vigor de esa orden 
Prioridad 3: entre los cinco y ocho años siguientes a la entrada en vigor de esa orden  
En cumplimiento de lo establecido por la disposición final cuarta de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, y por la Orden ARM/1783/2011, de 22 de junio, el 30 de octubre de 2017, se publicó en el Boletín Oficial del Estado la Orden APM/1040/2017, de 23 de octubre, por la que se 
establece la fecha a partir de la cual será exigible la constitución de la garantía financiera obligatoria para las actividades clasificadas como nivel de prioridad 1 y 2. 

 De este modo, la orden ministerial proyectada tiene por objeto fijar la fecha a partir de la cual 
será exigible la constitución de la garantía financiera obligatoria prevista en el artículo 24 de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, para las actividades del anexo III de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, clasificadas con nivel de prioridad 3 conforme al anexo de la Orden ARM/1783/2011, 
de 22 de junio.  3. La necesidad y oportunidad de su aprobación 
 El proyecto de orden ministerial se tramita con el objetivo de dar cumplimiento a lo establecido 
en la disposición final cuarta de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, y al calendario previsto en la Orden ARM/1783/2011, de 22 de junio. 
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4. Los objetivos de la norma 
 
La orden ministerial establecerá la fecha a partir de la cual será exigible la constitución de la garantía financiera obligatoria prevista en el artículo 24 de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, 
para los operadores de las actividades clasificadas con nivel de prioridad 3 por la Orden ARM/1783/2011, de 22 de junio. La fecha que se establezca tendrá en cuenta que los 
operadores deben realizar el análisis de riesgos medioambientales del que partirá el procedimiento para determinar la cuantía de la garantía financiera, recogido en el artículo 33 del reglamento de desarrollo parcial de la ley. 
 A este respecto, la disposición final primera del Reglamento de desarrollo parcial de la ley, 
indica que los análisis de riesgos medioambientales necesarios para el cálculo de la cuantía de la garantía financiera no deberán llevarse a cabo con carácter obligatorio hasta la fecha a partir de la cual sea exigible la constitución de la garantía financiera.  
 5. Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. 
 
No se ha consideran otras alternativas a la aprobación y publicación de la orden ministerial, puesto que la orden ministerial se tramita en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 24 y en 
la disposición final cuarta de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental.  
 De acuerdo a todo lo anterior se recaban sus opiniones sobre la siguiente pregunta: 
 
¿Qué fecha considera oportuno establecer, a partir de la cual será exigible la constitución de la garantía financiera obligatoria para las actividades del anexo III de la Ley 26/2007, de 23 de 
octubre, de Responsabilidad Medioambiental, clasificadas como nivel de prioridad 3 mediante la Orden ARM/1783/2011, de 22 de junio?  
En relación con lo expuesto, y al objeto de dar cumplimiento al artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y al 
artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno se solicita el envío de sugerencias al siguiente buzón de correo electrónico: 
 Bzn-responsabilidadambiental@mapama.com  
 El plazo para enviar sugerencias finaliza el 15 de noviembre de 2018 


